
El voto de los mexicanos en el extranjero

A CONTINUACIÓN presentamos una versión estenográfica resumida del Foro sobre El Proyecto del
Voto de los Mexicanos en el Extranjero, organizado por la revista Este País, y que se celebró el 19
de noviembre de 1998 en el Auditorio del Instituto Federal Electoral en esta ciudad.

Participantes:

Diego Valadés, José Juan de Olloqui, Eduardo Andrade, Adolfo Aguilar Zínser, Emilio Zebadúa

Licenciado Diego Valadés

Atendiendo a la invitación del embajador a presentarnos, mi nombre es Diego Valadés.
Me dedico al derecho constitucional, básicamente ese es mi campo de trabajo. Lo hago en
la Universidad Nacional Autónoma de México, específicamente en el Instituto de
Investigaciones Jurídicas de la propia Universidad.

Dentro de la disciplina constitucional, me he ocupado de temas concernientes al Poder
Legislativo y Ejecutivo, pero en particular a las relaciones que se establecen entre estos
órganos del poder.

Senador Eduardo Andrade Sánchez

Desde 1976 he impartido las cátedras de ciencia política y teoría del Estado. En la
primera de ellas, uno de mis principales intereses, desde aquella época, ha sido el derecho
electoral. He escrito diversos artículos sobre el tema; también un libro sobre la Reforma
Política de 1996, que publicó el Instituto de Investigaciones Jurídicas.

En los últimos tiempos he estado vinculado directamente al cargo de presidente de la
Comisión de Gobernación del Senado de la República, en el cual tuve ocasión de efectuar
algunos foros de consulta con objeto de conocer más opiniones al respecto y he
participado, tanto en México como en Estados Unidos, en reuniones de esta índole.

Senador Adolfo Aguilar Zinder

Formo parte de la Comisión de Relaciones Exteriores para América Latina y Estados
Unidos, formo igualmente parte de la Comisión de Fomento al Federalismo y de la Comi-
sión de Medio Ambiente y Recursos Naturales. Soy parte de una Comisión fantasma de la
Cámara de Senadores, que es la Comisión Jurisdiccional. Fantasma porque sólo tendrá
funciones hasta que haya un juicio político que pase de la Cámara de Diputados a la de
Senadores. Y eso no se ve en la perspectiva inmediata, pero puede ocurrir. Mi actividad
política se combina con la académica como profesor e investigador de temas referentes a
las relaciones de México con Estados Unidos, de la comunidad mexicano-norteamericana,
de los vínculos de todo orden de México con ese país. Mi actividad periodística ha sido
básicamente en el periódico Reforma así como en diversos diarios nacionales.



Consejero Emilio Zebadúa

Soy consejero electoral del Consejo General del Instituto Federal Electoral y durante los
últimos seis meses me correspondió, en representación del conjunto de consejeros
electorales, presidir la llamada Comisión de Coordinación y Apoyo a los trabajos que
realizo una Comisión de Expertos —creada también por el Consejo General del IFE— para
estudiar las modalidades para el voto de los mexicanos en el extranjero. Es en ese carácter
que he sido invitado a esta mesa redonda.

Embajador José Juan De Olloqui

Creo que cuando México perdió la mitad de su territorio, una grave preocupación fue:
¿qué sucedería con sus habitantes?

¿Qué es lo que vamos a hacer ahora, que ha aumentado en una forma extraordinaria su
número, su importancia?

¿Mantiene sus raíces con la madre patria, han adquirido un grado de afluencia
importante? En fin. Eso lo iremos viendo.

Por orden alfabético inverso, podríamos empezar con el señor Zebadúa para que nos diga
qué es lo que ha sucedido. He pensado que podría ser por espacio de unos 10 o 15 minutos
por cada uno de los presentes, luego otra ronda para luego irnos a preguntas y respuestas, si
es que hubo alguna duda. Por favor.

Consejero Emilio Zebadua.

Quiero comenzar agradeciendo la invitación de la revista Este País, de su director,
Federico Reyes Heroles; del embajador José Juan de Olloqui y de mis compañeros de
mesa, esta oportunidad para describir lo que, en efecto, el IFE ha venido realizando durante
los últimos seis meses; hablarles del producto final con el que ahora contamos y que ha
sido remitido al Congreso de la Unión para su estudio, deliberación y –en su caso–
aprobación por parte de ambas Cámaras de dicho Poder, sobre el tema del voto de los
mexicanos en el extranjero.

Según el INEGI, que lleva a cabo –como ustedes saberlos censos poblacionales, cada
diez años, en todo el país, en un pequeño pueblo del estado de Puebla, en Chinantla, habi-
tan dos mil 356 personas. Los viejos del pueblo dicen, sin embargo, que 7 de cada 10
chinantecos andan fuera. De éstos, en realidad la mayoría se gana la vida en Nueva York y
son parte de los cerca de 10 millones de mexicanos que por razones distintas –de carácter
económico o social– han tenido que radicar, sin perder su nacionalidad mexicana, temporal
o permanentemente en otro país. La mayoría de ellos en Estados Unidos. Son parte también
de los ciudadanos que poseen el derecho constitucional a votar en las elecciones
mexicanas.

Es con base en este derecho, que está consagrado en los artículos 35 y 36 de la
Constitución, y con base en la reforma que la misma sufrió en agosto de 1996, que todos
los mexicanos gozan del derecho a voto independientemente de donde se encuentren
ubicados geográficamente. A diferencia del texto previo, cuando se imponía la obligación
de emitir el sufragio dentro del distrito en el que habitaban, ahora la Constitución otorga a
todos los ciudadanos mexicanos el derecho a votar.



El IFE ha llevado a cabo, durante los últimos seis meses, un trabajo específico y
particular, que tiene que ver con el estudio de las modalidades, las condiciones operativas y
logísticas necesarias para que este derecho constitucional pueda llevarse a la práctica en
una elección presidencial.

En enero de 1995, los dirigentes de los partidos políticos y el Presidente de la República,
suscribieron un acuerdo político que versaba sobre diversos temas de la reforma política,
incluyendo entre ellos el Proyecto del Voto de los Mexicanos en el Extranjero.

Un segundo paso importante en esta ruta, en agosto de 1996, con la concurrencia de
todos los partidos políticos que integraban el Congreso de la Unión, se reforma la Consti-
tución en su artículo 36, se quita la restricción territorial para que los ciudadanos
mexicanos puedan votar conforme a la ley. ¿Qué es lo que la ley señala a este respecto? El
Código Electoral, aprobado unos meses después a esa reforma constitucional, aprobado,
debo decirlo, exclusivamente por el Partido Revolucionario Institucional, incluye un
artículo transitorio, el 8°, que le confiere al Instituto Federal Electoral una tarea específica
para llevar a la práctica este derecho de los mexicanos a votar. La tarea consiste
estrictamente en llevar a cabo estudios de carácter técnico, que determinen las formas
distintas en las que se puede organizar un proceso electoral en el extranjero. Y le dice,
además, al IFE que lo debe hacer a través del trabajo de expertos, ajenos al propio Instituto
y que conozcan de las diversas materias relacionadas con los asuntos político-electorales.

El 29 de abril, en sesión de Consejo General, el Instituto Federal Electoral crea esta
Comisión de Especialistas, que queda integrada por 13 expertos en diversas materias rela-
cionadas con lo político electoral: abogados, demógrafos, sociólogos, técnicos en
informática, especialistas en la materia electoral, quienes comienzan a trabajar a partir de
su instalación el 12 de mayo. Esto lo hacen auxiliados por una Comisión adicional que crea
el Consejo General, que está integrada –a su vez– por consejeros electorales, directores de
las áreas ejecutivas técnicas del Instituto y además –a petición de parte– de los propios
representantes de todos los partidos políticos del Consejo General. Esta Comisión de
Apoyo trabaja, pues, en coordinación con la Comisión de

Especialistas, proveyéndolos de información, conociendo de sus informes y facilitando
su trabajo.

El IFE realiza, además, dos eventos adicionales para acercar información y experiencias
distintas a los especialistas sobre este trabajo: realiza dos foros internacionales en el
transcurso de este mismo periodo de seis meses, en el que se invita a funcionarios
electorales, expertos en la materia, de distintos países del mundo, a un Primer Foro
Internacional, para conocer de las experiencias de un grupo representativo de los más de 40
países que hoy en día, organizan elecciones para sus connacionales, independientemente de
donde se encuentren.

El Segundo Foro tiene que ver con las experiencias más concretas que en Estados Unidos
y Canadá se llevan a cabo, tanto con la organización de sus propios procesos electorales en
el extranjero, como de la experiencia que en esos países se tiene sobre la organización de
procesos electorales de un tercer país.

Toda la información es canalizada a la Comisión de Especialistas, que continúan
trabajando durante ese periodo de seis meses, hasta que el 12 de noviembre, en
cumplimiento estricto al plazo que se les confirió para realizar sus trabajos, los
especialistas terminan un Informe completo que consta de doce volúmenes y que incluye la
presupuestación de seis formas distintas de poder organizar las elecciones en el extranjero.

Los especialistas concluyen que estas seis modalidades básicas, más su posible serie de



combinaciones y derivacio son técnicamente posibles para la realidad particular de la
población mexicana que habita en el extranjero. Calculan, culan, además, que el universo
de potenciales ciudadanos con derecho a voto, en el año 2000, es de aproximadamente 10
millones de ciudadanos, que alrededor del 99 por ciento de ellos se ubica en un sólo país,
que es Estados Unidos; y dentro de ese país, en cinco estados y en un número
relativamente pequeño de condados de esos estados, donde hay la mayor concentración de
mexicanos. Organizando las elecciones, con base en estas seis modalidades —algunas de
ellas tienen que ver con el voto in situ (en casillas, ya sea ordinarias o especiales) o a
distancia (a través de correo o incluso teléfono)—, los especialistas presentan esta gama o
menú de opciones factibles, desde un punto de vista operativo organizacional, que
permitirían que se organizara un proceso electoral en el extranjero para ese universo de
diez millones. En algunos casos y en algunas de las modalidades para universos más
pequeños.

La organización de un proceso electoral en el extranjero es similar a la del que se
organiza en México, en lo que respecta a casillas especiales, con ciudadanos que ya poseen
su credencial de elector emitida en México por el propio Instituto Federal Electoral. En
este caso, se estaría hablando de un universo de entre un millón 300 mil ciudadanos o un
millón 500 mil ciudadanos.

Se hace un cálculo de que se tendrían que invertir entre 75 y 350 millones e dólares,
dependiendo de la modalidad que se pusiera en práctica.

Esto es lo que, en síntesis, ha venido haciendo el IFE. Para concluir esta primera
presentación, es importante decir que lo hizo no sólo en respuesta a un mandato legal
expreso, sino en un contexto de acuerdo político que se detona de manera formal y expresa
en enero de 1995, con la concurrencia de todos los partidos políticos sin excepción y la
suscripción de dicho acuerdo por parte del titular del Poder Ejecutivo.

Se hace también en el contexto de una historia mucho más larga, que tiene que ver con la
falta de relación que hay entre el Estado mexicano y un grupo muy grande de ciudadanos
mexicanos que, por distintas razones, han tenido queir a trabajar o a vivir, de manera
temporal o permanente, en otros países, principalmente en Estados Unidos.

Esta realidad social, cultural, política y económica que define a México como país, es,
finalmente, el contexto en el que creo que se tienen que entender los esfuerzos que el IFE,
los cinco partidos políticos nacionales y el Poder Ejecutivo han hecho para llega hasta el
punto en el que nos encontramos.

A partir de este momento, ahora que el IFE aprobó la remisión del Informe de los
expertos al Congreso de la Unión, a sus dos Cámaras, este tema tan importante que habla
de lo que es la naturaleza de México como país, queda en manos del Congreso: de los
diputados y senadores, de los partidos políticos y sus legisladores, para concluir una ruta,
hasta ahora muy exitosa y tersa por la concurrencia que ha habido.

En realidad el gran tema de el voto de los Mexicanos en el extranjero tiene que ver con:
qué respuesta le queremos dar en México a la pregunta de ¿qué responsabilidad tiene o
debe tener el Estado con una parte de su población que además contribuye de una manera
muy importante, en términos sociales, culturales, económicos, a la definición de México
como nación?

En otras palabras: ¿qué relación tiene o debe tener México con ciudadanos que forman
parte de su sociedad, que forman parte de pueblos como el de Chinantla, Puebla, que
durante años de trabajo y esfuerzo en otras partes del mundo, han contribuido al desarrollo
de muchas comunidades, de muchas entidades de la República y del país en su conjunto?



Es el sentido de esta respuesta el que determinará cómo nosotros entendemos a México y
a la nación mexicana.

Senador Eduardo Andrade Sánchez

Muchas gracias a la revista Este País que me honra con esta invitación.
Gracias a los compañeros de la mesa, y por supuesto a Diego Valadés, con quien me une

un afecto también de muchísimos años. He tenido la oportunidad de trabajar con él y
siempre le he reconocido su enorme capacidad intelectual y su hombría de bien. Gracias a
nuestro compañero Aguilar Zinser, ahora en el Senado, con quien pese a diferir en cuanto a
ideología, tenemos muchas veces puntos comunes que tratamos de rescatar, como parte de
lo que creo que debe ser el consenso que busquemos todos por nuestro país. Con Emilio
Zebadúa también hemos compartido muchas jornadas de trabajo en el IFE, también, a
veces, difiriendo de puntos de vista, pero siempre con un enorme respeto y atención para lo
que cada uno piensa.

Quisiera abordar tres puntos concretos en esta primera intervención: el origen de la
reforma constitucional y de la disposición legal que se desarrolló en el COFIPE; las
posiciones que se han dado en la opinión pública y académica en cuanto ha habido una
mayor difusión de la discusión sobre este punto; y, finalmente, el resultado de los trabajos
de esta Comisión de Expertos del IFE.

Si bien la ruta fue tersa, como decía Emilio Zebadúa, el final ya no lo fue tanto porque
hubo diferencias considerables y deficiencias en el Informe que yo quisiera apuntar, para
que de ahí también se abra la discusión.

En cuanto al origen, quiero decirles que el voto de los mexicanos residentes en el
extranjero fue uno de los temas que se abordó en la Agenda política de 1995, desarrollada
hacia 1996, dentro de otros muchos temas de la reforma político-electoral.

No se trataba de un elemento de la Agenda que tuviera particular relevancia, no estaba
entre los puntos más debatidos o más solicitados por los partidos políticos. Ni siquiera era
un tema de la opinión pública de los mexicanos residentes en el país, si bien sí existía como
preocupación en varias organizaciones de mexicanos residentes en Estados Unidos.

Particularmente, el Partido de la Revolución Democrática, en la negociación final de la
reforma constitucional que se efectuó a mediados de 1996, logró que, como parte de sus
aspiraciones en ese proceso de formación de consenso, se incluyera como uno de los
puntos en el cual había un acuerdo fundamental: el que se reformara la Constitución en su
artículo 36, para que se removiera un antiguo obstáculo que señalaba la obligación de los
ciudadanos mexicanos de votar en el distrito electoral que les correspondiese.

Esa terminología del artículo 36 se había entendido siempre como un impedimento al
voto de los mexicanos en el extranjero y expresamente, en la exposición de motivos de la
Reforma Constitucional de 1996 se dijo que remoción de esas palabras en el artículo tenía
por objeto posibilitar el voto de los mexicanos residentes en el extranjero. Ése fue el verbo
que se usó, posibilitar, en la exposición de motivos. No hay una referencia directa, clara,
concreta y explícita en el texto constitucional.

Hay un primer punto que me gustaría aclarar, que es de naturaleza jurídica y se ha
quedado muchas veces atrás en la discusión: la posición de la Constitución mexicana en
cuanto al otorgamiento del derecho a voto es efectivamente universal, diría yo desde 1953,
cuando se incorporó al cuerpo electoral a la mujer. No existe ninguna restricción, incluso
en el artículo 35 siempre se había dicho que uno de los derechos de los mexicanos es el de



votar en las elecciones populares. Punto. Sin más referencias ni al distrito, ni al lugar ni a
nada.

Esto nos debe llevar a la conclusión de que el derecho constitucional ha sido irrestricto
siempre respecto a la posibilidad de votar. Y que la cuestión de si se vota o no en el
extranjero depende de condiciones geográficas y de la posibilidad, no de la ausencia del
derecho. El derecho está vivo, está vigente en cada uno de los ciudadanos mexicanos, y
hasta ahora se entendía que para ejercerlo tenía uno que encontrarse en el país. Y así se ha
seguido entendiendo hasta el momento actual.

Después de esta reforma constitucional, vino la discusión subsecuente para que se
tradujera en una disposición legal que hiciera posible el voto en el extranjero. Y ahí ocurrió
otro largo proceso de negociación.

La discusión se centró entonces en la fecha en que sería posible que se efectuara ese voto.
El Partido Revolucionario Institucional, aunque aceptaba que ésta podría ser el año 2000,
planteaba el condicionamiento –y así se puso en el artículo 8° transitorio del COFIPE— de
que existiese un Registro Nacional de Ciudadanos ya establecido y confiable, de manera
que cada ciudadano contara con una cédula de identidad expedida por este Registro
Nacional, única y que abarcase de manera fidedigna a todos los ciudadanos del país. Este
es un principio que se admite generalmente en todos aquellos países que tienen una
legislación respecto al voto en el extranjero. Se partía de la base de que para poder tener un
control del voto, de la identidad y de la seguridad del sistema electoral de millones de
personas en el extranjero se requería un documento de esta naturaleza. Y se condicionó a la
existencia de ese documento que se llevara a la práctica el voto en el año 2000.

El artículo 8° transitorio dice: "Si no está listo este Registro Nacional, por inconsistencias
en los Registros Civiles, por problemas técnicos, se harán los ajustes correspondientes."

Entramos a un nuevo problema de interpretación: ¿Qué ajustes son a los que se refiere el
legislador? ¿Son de tiempo, como lo entendimos fundamentalmente en el Partido
Revolucionario Institucional? Bueno, si no estamos listos para el 2000, entonces
seguramente lo estaremos para el 2006, con los cambios que haya que hacer a todo el
Sistema de Registro Nacional.

En cambio, hubo otra lectura del Partido de la Revolución Democrática, de que tendría
que hacerse un cambio en la propia ley, para eliminar la base relativa al Registro Nacional
de Ciudadanos.

En cuanto a las posiciones del artículo 8° transitorio, que dio lugar a la creación de la
Comisión de Expertos que instaló el IFE, el articulo 8° dice expresamente: "propondrá
reformas legales relativas a las modalidades del voto de los mexicanos en el extranjero,
sujetas a que exista el Registro Nacional de Ciudadanos". No menciona nunca el año 2000
como referencia temporal en ese último párrafo del artículo 8°.

Aquí dejaría la parte introductoria del origen y desarrollo de los fundamentos legales,
para pasar a un segundo plano de la discusión, que tiene que ver con el enfoque diríamos
que sociológico y académico del tema. Durante mucho tiempo no fue motivo de la atención
pública. Incluso cuando se discutió, debo decir que si bien el PRI fue el único partido que
apoyó las reformas de la Reforma Política de 1996 en el aspecto legal, nunca hubo
discrepancia sobre esta cuestión porque el centro de la discusión que llevó a los otros
partidos a no votarla tenía que ver con el tema del financiamiento, nunca hubo objeciones.

La polémica ha ido surgiendo en la medida en que se ha conocido más el tema, en que ha
habido más actores en torno a él y que se ha planteado ya, además, como un tema de
enfrentamiento político entre diversos partidos. Y sobre todo en cuanto a la posibilidad o



no de que ese voto se recoja en el año 2000. Las posiciones que se han planteado, lo mismo
en la prensa, artículos y libros, se podrían clasificar en tres grandes vertientes, aunque hay
variantes en algunas de ellas.

Una primera, que se opondría radicalmente a la concesión del voto a los mexicanos
residentes en el extranjero. En ésta no se discute la existencia o no del derecho constitucio-
nal, que ya quedamos que está señalado que puede ejercitarse dentro del territorio nacional.
Aquí las cuestiones o dudas son de fondo: se ha planteado, por ejemplo, si conviene o no al
país el voto de personas residentes en el extranjero, sobre todo cuando ese extranjero
significa EUA: noventa y nueve por ciento del posible electorado en el extranjero está en
Estados Unidos. ¿Es conveniente el peso enorme de ese electorado? Puede suceder que el
14 por ciento del padrón nacional sea influido por medios de comunicación que pueden
tener interés en participar indirectamente en la política mexicana, no porque vaya a haber
deslealtad del mexicano que vive en el extranjero, sino porque indiscutiblemente los
medios de comunicación pueden tener una gran influencia en la conformación de la
voluntad política del ciudadano, eso no lo podemos negar.

¿Es conveniente que intereses norteamericanos puedan comprar, por ejemplo, tiempo en
radio y televisión de Estados Unidos o incluso hacer compromisos políticos o financiar
campañas mexicanas? Este es un tema que, por cierto, se quedó abierto en el Informe de la
Comisión, sinpronunciarse sobre si debía o no regularse –como se hace en México– la
prohibición de que se aporten recursos por parte de personas que vivan o trabajen en el
extranjero o que sean de nacionalidad extranjera.

Una segunda postura tiene que ver con la fecha. En este universo no se discute sobre el
derecho a voto en sí mismo o sobre el derecho a voto de los mexicanos residentes en el
extranjero. Se estima que ya hay una voluntad, expresada por lo menos en la exposición de
motivos de la reforma constitucional y que lo que hay que hacer es llevarla a la práctica.
Pero los problemas inmediatos –de aquí al 2000– son de tal magnitud, que sería no sólo
imposible sino muy poco deseable –desde el punto de vista de la confiabilidad del sistema
electoral– introducir tantos cambios: desde el registro de electores hasta la recepción del
voto o su envío por correo y que de ahí pudiera surgir una pérdida de confianza en el
sistema electoral que tanto trabajo ha costado construir.

Una tercera posición que defienden particularmente las organizaciones de mexicanos
residentes en el extranjero, es: "el voto ya lo queremos para el 2000 y el periodo se está
alargando de manera artificial por intereses políticos". Esto debe eliminarse como una
forma que soslaye un derecho ya concedido y, por lo tanto, exista o no el Registro Nacional
de Ciudadanos, debe implementarse de la manera que sea un mecanismo que permita
recoger ese voto.

A continuación simplemente haré tin resumen de lo que, a mi juicio, son deficiencias
detectables en el Informe de la Comisión, y algunas son de bastante gravedad.

La primera es que asume una posición vinculada estrechamente con las banderas que ha
levantado en este tema el Partido de la Revolución Democrática. El Informe no se centró
en las modalidades en general, sino en la viabilidad para el año 2000. Es decir, contesta a
una pregunta que no les fue hecha a los miembros de la Comisión. No se les pidió que
dijeran si es viable o no el voto para el año 2000, sino qué modalidades se pueden aplicar
sin una condición temporal.

Pienso que el Informe, para ser equilibrado, quizá por lo menos debió haber planteado un
escenario para el 2000 y uno para el 2006. Sin embargo, en sus primeros planteamientos
señalan que es viable; luego hicieron una pequeña corrección, la de que es técnicamente



viable. Para el caso es lo mismo, el voto en el extranjero para el año 2000.
No desarrolla rutas críticas para las alternativas del voto, plantea modalidades. Y aun

suponiendo que fuera válido referirse a la viabilidad técnica, no dice por qué y no dice ni
siquiera en qué fecha deberían iniciar los trabajos de cada modalidad, para que se
compruebe la viabilidad. Debió haberse dicho: "para lograr que la modalidad uno, basada
en equis –en credencial de elector o lo que sea– sea posible efectivamente, los trabajos de
credencialización deberán empezar a más tardar en tal fecha" y así poder tener la certeza de
que la viabilidad estuviera ligada a conceptos objetivos que la sustentaran. No analiza
objeciones de fondo, los miembros de la Comisión nunca se preguntaron sobre ellas, que
en todo caso, si iban a entrar a otros temas como el de la dispersión geográfica de los
ciudadanos residentes en el extranjero o algunos otros, hubiera sido útil conocer lo que
hubieran podido investigar.

Y no se desarrollan propuestas de reformas legales, que era el objeto de la Comisión. Se
hace un listado en cuartilla y media de aspectos que sabíamos que existían como pro-
blemática jurídica, desde antes de empezar el análisis.

Hay ahí una deficiencia que debe ser corregida porque también el grado de complejidad
jurídica de cada modalidad hubiera podido ser determinante, para saber cuál es la más
idónea y escoger esa en el Congreso de la Unión.

Embajador José Juan de Olloqui

Muchas gracias, senador. Me parece muy interesante porque primero el señor Zebadúa
nos expone cuál ha sido el resultado de los trabajos de los 13 expertos, que ahora está en
manos del Congreso; y el señor senador Andrade, además de las preocupaciones jurídicas
que tiene, adelanta lo que para mi es fundamental, que es la base: si le conviene o no al
país esta nueva modalidad de voto.

Diego Valadés acaba de publicar un libro, del cual es coautor, sobre este mismo tema.
Así es que es muy oportuno que nos de sus luces sobre el particular.

Licenciado Diego Valadés

Felicito muy enfáticamente a la revista Este País no sólo por haber convocado a esta
mesa redonda, de la cual me siento orgulloso de participar, sino porque le ha dado una
especial relevancia al tema y puedo decir que cubriéndolo con una enorme objetividad,
porque los trabajos que se han presentado han apuntado en diferentes direcciones y argu-
mentado en diferentes sentidos.

Para mí es motivo de gran satisfacción encontrarme en una mesa en donde están
presentes mexicanos que se han caracterizado, a lo largo de su vida, por defender sus
puntos de vista con inteligencia, por lo que se refiere a su propio argumento, y con respecto
al argumento ajeno, razón por la cual estar aquí es realmente un privilegio. Esta
característica de la composición de la mesa que desde luego corresponde también a la del
auditorio, permite plantear un tema realmente complicado porque tiene implicaciones no
sólo jurídicas y políticas. Tiene implicaciones que no me atrevería a denominar como
morales o éticas, sino quizá como algo muy próximo a ese universo que es el aspecto
afectivo.

Creo que no puede haber nadie a favor o en contra del proceso electoral, en el que
puedan o no participar mexicanos en el extranjero, que no abrigue  en su fuero interno –y



que no lo haya externado en más de una ocasiór un profundo respeto y un entrañable cariño
por los mexicanos que están allá. Y esto no dicho de una manera abstracta o sensiblera.
También creo que prácticamente no hay nadie en este recinto que no tenga uno o muchos
amigos o conocidos, e incluso familiares, en Estados Unidos, en especial.

Cuando hablamos del reconocimiento a un derecho con relación a los ciudadanos
mexicanos que viven en Estados Unidos, lo primero que se antoja es decir: ¡por supuesto!,
¡desde luego!, ¡somos de ellos y son de nosotros! No tenemos por qué establecer ningún
tipo de valladar para que sigan participando de la comunidad a la que pertenecen.

Y luego, un factor interesante, que a veces pasamos por alto: a pesar de que vivimos al
lado de la potencia más importante en todos los órdenes, en el económico y en el militar,
que registra la historia del mundo; a pesar de la enorme asimetría que existe entre ellos y
nosotros en cuanto a potencia, hay un fenómeno cultural y social que es digno de ser
registrado. Y es que curiosamente la penetración de la cultura mexicana es más importante
en el sur de Estados Unidos, que la penetración de la cultura norteamericana en el norte de
México.

Si vamos a otros países del mundo, nos encontraremos –con no poca sorpresa– que la
presencia de los patrones culturales norteamericanos también es más ostensible, en lugares
que hipotéticamente tendrían niveles de cultura y de desarrollo económico que les harían
menos permeables.

Uno recorre las vías principales de Paris y encuentra más anuncios en inglés, más tiendas
o expendios de comestibles u otros artículos norteamericanos que en México; y encuentra
mayores anglicismos en España que en México o en Francia que en México. Seguimos
hablando de estacionamiento y los españoles hablan de parking y de aparcar. ¿Qué
significa esto? Que nuestra presencia en Estados Unidos es profundamente mexicana y que
no podemos desconocer esa intensa relación con la raíz de sus orígenes, de la cual ellos se
sienten orgullosos y nosotros nos debemos sentir muy satisfechos.

Hecha esta salvedad, que considero necesaria por mi postura en el orden jurídico, paso al
tema de la mesa.

Mi preocupación fundamental es de naturaleza constitucional. Ocurre que se dieron,
como dijo el consejero Zebadúa, dos reformas: la primera en 1996 y la segunda en 1998. Y
ocurre que ambas me parecen muy plausibles.

La primera reforma, de 1996, atendió justamente al problema de facilitar, por virtud de la
remoción de una limitación de naturaleza territorial, la posibilidad de que los mexicanos en
el extranjero pudieran votar. Muchos aplaudieron esta reforma, muchos se mantuvieron
indiferentes, algunos la censuraron. Yo soy de quienes la aplaudieron.

Luego vino otra reforma, motivada por razones totalmente distintas e incluso impulsada
por protagonistas totalmente diferentes, que fue la que entró en vigor en marzo de este año
y que concierne a la doble nacionalidad. Esta fue recibida en algunos casos con reserva y
en otros con júbilo. Entre los jubilosos estuve yo y entiendo que todos los de esta mesa y
supongo que la mayor parte, si no es que la totalidad, de quienes aquí están, porque al
establecerse la posibilidad de que hubiera una doble nacionalidad, le dábamos a nuestros
mexicanos en Estados Unidos una posibilidad real de defender derechos que estaban siendo
conculcados y que inclusive demeritaban significativamente la naturaleza democrática que,
hemos de reconocer, caracteriza al Estado norteamericano.

Cuando se presentaron una serie de iniciativas que se enderezaban en el sentido de
proscribir a la comunidad mexicana de los beneficios, sobre todo de naturaleza social, que
hasta entonces se les habían reconocido y proporcionado, se estaba realizando un acto de



profunda e inicua injusticia, con relación a la cual protestamos todos: en el ámbito
académico, en los medios de comunicación, en los foros políticos y en todas partes. Nos
hicimos solidarios de la defensa de nuestros connacionales en Estados Unidos y la
respuesta institucional de México fue de una gran madurez y sensatez. Se dijo: ¡vamos a
darles nuestra nacionalidad! Y a aquellos que hayan perdido la nacionalidad, por virtud de
las disposiciones constitucionales y legales previas, ¡vamos a restituírselas! si así lo
solicitan, y vamos a darle efecto retroactivo —porque es a su favor— a quienes lo
requieran.

Pero resulta que hubo un pequeño problema que se nos saltó a todos, que no advertimos;
por lo menos yo no lo encuentro ni en el Registro de los Debates Parlamentarios, ni en los
comentarios analíticos en los medios de comunicación, ni siquiera lo registré en las
tertulias personales, que alguien dijera ¡cuidado!, porque el doble nacional también es
doble ciudadano.

Y como ya le dimos a los mexicanos en el extranjero el derecho de votar, vamos a
encontrarnos ahora con un pequeño problema. Y es que personas con la ciudadanía
mexicana y norteamericana, van a poder votar allá y acá. Y vana elegir a las autoridades
que los gobiernan.

Este es un escrúpulo superable, pero tiene implicaciones. Entre otras, la de que los
ciudadanos norteamericanos están obligados a prestar un juramento. Además en Estados
Unidos no se distingue entre ciudadanía y nacionalidad, se habla genéricamente de
citizenship.

Este juramento del que les hablo dice: "Declaro solemnemente que yo —y aquí entra el
nombre de la persona— absoluta y decididamente renuncio y abjuro todo apoyo y fidelidad
a cualquier príncipe, poder, Estado o soberanía a los que yo haya estado vinculado como
súbdito o ciudadano; que apoyaré y defenderé la Constitución y las Leyes de los Estados
Unidos de América en contra de los enemigos extranjeros o domésticos; que sustentaré
verdadera lealtad y adhesión a los Estados Unidos, su Constitución y sus Leyes; y que
adquiero esta obligación libremente, sin reserva mental alguna ni propósito de incumplir.
Que así sea, con la ayuda de Dios."

Entonces, creo que vamos a poner en conflicto a nuestros ciudadanos porque han jurado
en favor de la Constitución norteamericana y han abjurado con relación a los intereses de
cualquier otro príncipe, Estado o Constitución. ¿Entonces qué queremos? ¿Que crucen los
dedos cuando firman este juramento, para que no se tome en cuenta y para qué no influya
cuando tomen una decisión política con relación a México?

Me parece que este es un problema delicado —no sólo para la soberanía mexicana— y
no solamente por el hecho de que voten ciudadanos norteamericanos aquí. Es un problema
para ellos exponerlos realmente a una situación delicada para su fuero interno, si es que
tomamos los derechos en serio, si es que votar es algo serio, si es que la ciudadanía es algo
serio, si realmente representa algo más que un acto simbólico.

Hay otros aspectos: una de las grandes conquistas de la democracia mexicana está en
haber introducido, en el artículo 41 de la Constitución, la prerrogativa de los partidos
políticos para ejercer de manera permanente el acceso a los medios de comunicación,
porque es la forma de educar a la ciudadanía y de sustraerla de la contingencia y
circunstancia de los procesos políticos que se dan de tanto en tanto, para de manera
permanente comuniquen sus puntos de vista e incluso contraigan compromisos y
convoquen a la ciudadanía a que los suscriba. Esto no lo podremos hacer.

He revisado de alguna manera, así sea superficial, el dictamen que se elaboró, que



entiendo que técnicamente es impecable. No tengo la menor duda de que es posible orga-
nizar las elecciones, tan bien como se pueda y se quiera, porque hemos sido capaces de
hacerlo aquí y lo podemos hacer en otras partes; y del orden técnico no tengo ninguna
reserva con relación al dictamen que se ha elaborado, pero ese derecho que tiene la
ciudadanía para estar permanentemente informada no se podrá llevar a cabo.

El otro problema que plantea el dictamen es en el sentido de que se dice que habrá que
negociar con las autoridades norteamericanas los términos en los que permitirán el ingreso
a ese país de nuestros candidatos de los diferentes partidos para realizar labores de
proselitismo. Y aquí sí me sublevo porque que hay en eso un acto de sumisión de nuestra
capacidad autónoma y soberana a una decisión externa que bien podrá decir: " ¡sí,
hombre... les permito que entren todos! O: no, miren: a aquél sí no".

El sólo hecho de que haya esta posibilidad, de que una tercera instancia, una autoridad no
nacional autorice la posibilidad del acceso de un candidato mexicano con relación al
contacto con ciudadanos mexicanos que se encuentran en otro país, ese sí me parece un
problema realmente complejo.

Mi planteamiento es: ¿Voto a los mexicanos en el extranjero?: ¡Sí! ¿Voto a quienes
tengan doble nacionalidad y que ejerzan derechos de ciudadanía allá y derechos de
ciudadanía aquí?: ¡No!

Omito en este caso las múltiples razones de naturaleza constitucional, vinculadas con la
aplicación del artículo 39 y del artículo 9° de la Constitución que se refieren a cuestiones
de soberanía y de potestad de los mexicanos como únicos que pueden participar en
procesos políticos. Eso dice nuestra Constitución.

Embajador José Juan de Olloqui

Ahora le pediremos al Senador Aguilar Zinser, que conoce muy bien Estados Unidos,
haga uso de la palabra. Es más, yo lo conocí en Washington y me consta que no sólo ha
seguido enterado de los problemas norteamericanos, sino en particular de los mexico-
norteamericanos, con la misma acuciosidad con que sigue los problemas de Chiapas y de
otras zonas del país.

Senador Adolfo Aguilar Zinder

Quisiera –de manera muy directa– referirme particularmente a los argumentos que nos ha
presentado aquí –de manera muy elocuente– Diego Valadés y a los que se refiere en el
artículo muy claro que escribió para la revista Este País, que es el punto de partida de este
debate.

Me felicito de que Este País sea el órgano en el cual vamos a poder reinaugurar y reabrir
el debate sobre el voto de los mexicanos en el extranjero. Y de hecho, lo que está haciendo
Diego Valadés es reabrir el debate sobre la doble nacionalidad porque sus argumentos no
son contra el ejercicio del voto de los mexicanos en el extranjero únicamente y de lo cual
está en contra, sino es contra la doble nacionalidad. Y así están expuestos, de manera muy
clara.

Si bien Diego Valadés dice que está a favor de la doble nacionalidad, toda su
argumentación es en contra de la doble nacionalidad. Porque él señala muy claramente que
de manera inexorable, la nacionalidad implica ciudadanía cuando se cumplen los requisitos
de ésta, que es nada más la edad y una manera decente de vivir.



¿Por qué la Constitución planteó la edad y una manera decente de vivir? Porque
considera que los mexicanos que pueden ejercer sus derechos políticos, o son confiables
para hacerlo, son maduros y susceptibles de llevarlo a cabo cuando cumplan la mayoría de
edad. Los que no tengan la mayoría de edad son niños influenciables e incapaces de juzgar
y, por tanto, no pueden ejercer sus derechos políticos. Ese es el supuesto de la
Constitución: que la mayoría de edad prepara al ciudadano para poder ejercer sus derechos
políticos. Y la segunda, que tenga una manera honesta de vivir, porque se supone que los
que sean convictos de un crimen han alterado la paz social y por lo tanto, no pueden ejercer
sus derechos civiles y sus derechos políticos.

La Constitución restringe los derechos del ciudadano a la minoría de edad y a los actos
antisociales. Por lo tanto, debemos suponer que los ciudadanos mexicanos por nacimiento
que tengan la nacionalidad mexicana que se adquiere con las modificaciones hechas a la
Constitución, tienen que ser ciudadanos forzosamente, por congruencia jurídica, y no lo
pueden ser. A menos que establecieramos un estado de excepción para ellos y lo que está
proponiendo Diego Valadés es un estado de excepción; es decir, que sean nacionales pero
no ciudadanos. Ese es un estado de excepción, ese es un capitus diminusio; esto es, o eres
menor de edad o eres delincuente. Es decir, no eres ciudadano confiable. Y nos da todas las
razones por las cuales no son confiables opueden no serlo, al estar bajo la órbita y la
jurisdicción de los Estados Unidos. Creo que hay que distinguir dos cosas muy
importantes: se trata de dos poblaciones completamente diferenciadas desde el punto de
vista jurídico: las de los mexicanos que tienen la doble nacionalidad; es decir, quienes
pueden ejercer derechos políticos allá y acá, por ser nacionales y portar pasaporte de ambos
países.

En este momento no hay restricciones expresas en la ley, ni allá ni acá, está sujeto a
interpretación. Pero como el propio Diego Valadés lo señala, la ley norteamericana quiso
restringirlo pero la Suprema Corte de Justicia de Estados Unidos impidió que se
estableciera esta restricción. Y ocurre con el caso de otras nacionalidades,-que él también
aborda: los turcos, los israelíes, los polacos, quienes ejercen sus derechos plenamente. Y
muchos latinoamericanos lo comienzan a hacer ya también.

Ese universo de los mexicanos de doble nacionalidad, que son los que emigraron y se
hicieron norteamericanos; o los hijos de los mexicanos que nacieron allá y, por tanto,
tienen la nacionalidad norteamericana, en el estudio que hizo el grupo de expertos del IFE
alcanzan alrededor de 3.7 millones de personas.

Quienes son todavía mexicanos pero residen en el extranjero, son la mayoría y llegan a 6
y medio millones de personas. Entonces, estamos hablando de dos universos perfectamente
diferenciados jurídicamente.

Lo que me preocupa es que los argumentos para unos se hacen extensivos a otros porque
si bien, desde el punto de vista jurídico, la nacionalidad y la ciudadanía están íntimamente
ligadas, a los mexicanos, que no son doble nacionales sino estrictamente mexicanos que
residen en el extranjero, se les van a aplicar los mismos criterios; no se les puede conceder
el derecho de ejercer sus derechos políticos porque están sujetos a toda clase de influencias
ajenas y extrañas, que los pueden hacer susceptibles de actos contra sus connacionales.

Y Diego Valadés da una serie de ejemplos en su ensayo, que me parecen muy
significativos e interesantes y quizá también muy contradictorios, porque él señala, por
ejemplo, que es muy posible que a los mexicanos de allá se les ponga contra los mexicanos
de acá; porque al tener que optar allá por políticas migratorias restrictivas, estarían
favoreciendo intereses antimexicanos.



Me parece curioso el argumento porque él acepta que lo promexicano son políticas
migratorias liberales que los dejen entrar a todos. Pero una vez que todos entran allá, no
pueden tener derechos políticos porque si los tienen, estarían actuando contra nosotros.

Entonces, que se vayan allá, les abrimos las puertas, que no haya obstáculos políticos a
que se vayan. Pero una vez que estén allá, que no ejerzan los derechos políticos.

El mexicano, en toda la descripción que nos hace Diego Valadés, está sujeto siempre a
presiones susceptibles de dañar el interés nacional. No nos da un sólo ejemplo en donde el
mexicano, al estar allá, esté sujeto a presiones susceptibles de favorecer el interés nacional.
Los medios de comunicación norteamericanos lo inducirían a ser contrario a los intereses
mexicanos, los políticos norteamericanos lo inducirían a intervenir nocivamente en política
mexicana contra los intereses mexicanos. Incluso llega a dar el ejemplo de un candidato a
la Presidencia de México, que fuera menos favorable a los intereses de los mexicanos, por
el cual votarían los mexicanos de allá. Me pregunto: en un sistema electoral y político
como el mexicano, ¿quién va a plantearle al mexicano de allá las opciones? Se les va a
plantear el sistema político mexicano con los partidos que tenga. Y si los partidos proponen
posiciones antinacionales, entonces todos estaremos sujetos a votar por ese tipo de
posturas. Así, un mexicano, por encontrarse en el extranjero, es por definición susceptible,
desleal, manipulable e influenciable. Esas son las condiciones que se le presentan al
mexicano allá. Y, por lo tanto, hay que sustraer al país de los peligros de contar mexicanos
de doble nacionalidad o de nacionalidad mexicana única que estén sujetos a los medios de
comunicación.

A propósito del tema de los medios de comunicación, quiero decirles que conozco bien
los norteamericanos y por años he visto en ellos más franqueza respecto a la política
mexicana y más información política sobre México en muchos medios norteamericanos
que en medios mexicanos. Entonces me preguntaría si deveras el mexicano que esté allá va
a saber menos de Ia política nacional que el que está acá.

Por ejemplo, las cadenas en español de Estados Unidos transmiten información
amplísima, incluso sobre los debates en el Congreso mexicano; en Internet puede uno leer
todos los periódicos mexicanos en español; en cualquier estación de radio, en cualquier
comunidad o población, hay más información sobre México de la que uno puede digerir. Y
los periódicos en español en Estados Unidos son magníficos, muchos de nosotros
escribimos ahí.

No puede ser entonces creíble el criterio de que un mexicano en Estados Unidos no va a
tener acceso a información, incluso de mejor calidad de la que tenemos nosotros muchas
veces en nuestra todavía subdesarrollada libertad de prensa.

En cuanto a los mexicanos que sean susceptibles a presiones, habla Diego Valadés de los
caciques de los partidos. Me pregunto si deveras habría que preocuparnos por los caciques
del Partido Demócrata influyendo sobre la vida mexicana y no sobre los caciques de
Veracruz, de Guerrero, de Oaxaca, etcétera. ¿Pero quién va a influir en el voto? Hay un
argumento que da Carpizo: los ciudadanos de doble nacionalidad que pueden decidir en
una elección, incluso de primera vuelta sin pasar a la segunda —aunque todavía no
tenemos ese sistema jurídico—, pueden influir en el resultado final. ¿Qué tal si al
Presidente de México lo eligen los votos que se emitieron en Texas, en California y en
Illinois? ¿Son menos votos esos que los de los ejidatarios acarreados por el PRI en las
elecciones? ¿Por qué vamos a preocuparnos de pronto por mexicanos que se fueron a
Estados Unidos a trabajar y que, por tanto, son sujetos de un proceso liberador y de
búsqueda en aquellos que eran campesinos y de pronto, tuvieron que cruzar la frontera,



entrar en un medio distinto. Ahí tuvieron que comenzar a discernir sobre estímulos
completamente distintos y ajenos a un mexicano de un ejido; porque si el argumento se
aplica para los mexicanos que lo son y que están en el extranjero, se los tenemos que
aplicar a los mexicanos de los ejidos. Les vamos a decir: "señores, a ustedes también les
vamos a quitar el derecho al voto porque son susceptibles al sistema patronal del PRI, a
caer en los caciquismos". Si no les vamos a dar el voto a los mexicanos en el extranjero
porque son susceptibles a todas esas influencias, en México las hay a mucho mayor nivel y
densidad y mucho más nocivas para la democracia. Creo clue nosotros no podemos abordar
este debate sobre la posición de que estamos en condiciones de vulnerabilidad ante los
Estados Unidos, al concederles derechos a los mexicanos que están del otro lado de la
frontera, porque es suponer que esos mexicanos van a ser mucho más manipulables para
agredir a México, de los que son patriotas y dignos mexicanos para defendemos.

Tenemos que suponer que si se tomó la decisión de dar la doble nacionalidad, es porque
confiamos en que los mexicanos que están del otro lado, por estar unidos por lengua,
religión, tradición, familia y por afecto a México van a ser allá buenos mexicanos.

Todas las otras circunstancias legales, como lo señala muy bien Diego Valadés, son de
una condición que no existía en los conceptos de pueblo y de soberanía. Nosotros ya no
tenemos los mismos conceptos de pueblo y soberanía porque México provocó una diáspora
de diez millones de personas que se fueron a vivir a los Estados Unidos que no encontraron
oportunidades en México y crearon un fenómeno de extensión territorial de nuestra
nacionalidad a la jurisdicción de otro Estado y que luego nosotros reconocimos como tal,
cuando les dimos la doble nacionalidad.

O bien el debate es para quitar la doble nacionalidad y entonces sólo nos preguntamos
¿qué hacemos con los mexicanos que, siendo nacionales, están en el extranjero?, a los
cuales habría que decirles no pueden ejercer sus derechos políticos porque no confiamos en
ustedes para ejercerlos. Y entonces, regresamos y nos atrincheramos.

Pero si ya dimos el paso, el salto gigantesco de haber conseguido la doble nacionalidad,
tenemos que vivir con sus consecuencias y tenemos que examinar todos estos argumentos
pero más bien para redoblar nuestra presencia en Estados Unidos, para tener más capacidad
de influir sobre los medios de comunicación.

El Gobierno de México es susceptible de presiones norteamericanas para entregar el
petróleo, sin necesidad de que los mexicanos en Estados Unidos voten por ninguna opción
política de entrega del petróleo. Ocurre todos los días. El Gobierno mexicano es
susceptible de toda clase de presiones y son unos cuantos individuos. Creo que estaremos
mejor protegidos si tenemos esa extensión.

Además, hay un factor muy importante: el Gobierno mexicano gasta actualmente cuando
menos 60 millones de dólares al año en influir en la prensa norteamericana, en los políticos
estadunidenses del Congreso, en los empresarios; en ir a los distritos electorales, en ir a los
consejos editoriales de los periódicos y en pagar inserciones. Ese dinero que se gasta allá
implica, en los términos de una relación moderna, ir a influir en la política norteamericana,
sin pedirle permiso a nadie. Y qué bueno que se haga. Para poder ejercer derechos políticos
en ambos lados de la frontera eso simplemente es lo que tendremos que hacer. Hay aquí un
concepto nuevo, totalmente distinto, lleno de escenarios y situaciones desconocidas, que no
todas tienen que ser negativas, ni contrarias al interés nacional, ni todas tienen que ser para
que nos defendamos de ellas. Porque si dimos la doble nacionalidad, tenemos que vivir con
sus consecuencias.



Embajador José Juan de Olloqui

Antes de iniciar la segunda vuelta, quisiera mencionar que lo que debe motivar todas las
reflexiones es cómo servir mejor al interés nacional, sobre el cual nada debe estar.

No vamos a cambiar la geografía, ese es otro hecho. Y no hay que caer en la trampa que
frecuentemente cometemos en política exterior. Creo que las cosas son lo que deben ser, lo
que uno quisiera que fueran y lo que son. Y por no tener en cuenta este tercer
planteamiento –lo que es–nos enfrascamos en cada aventura troskista que Dios guarde la
hora.

Otro hecho que hay ahorita es que los 20 millones de mexico-norteamericanos, en
relación con los 100 millones totales– son la quinta parte. No estoy hablando de los 10
millones de mexicanos de que se habla en este estudio, sino de que uno de cada tres
hispanoparlantes en el mundo es mexicano o descendiente de ellos. Esto ya nos coloca
–por otras razones, además de nuestra antigua civilización, más que cultura– en el nivel de
ser una potencia cultural muy por encima de lo que realmente nos corresponde en otros
órdenes. Siempre hemos estado bien calificados, alrededor del décimo tercer lugar de la
lista de los 184 países que integran la ONU.

Considero que en nuestra relación con Estados Unidos, más que el petróleo son
importantes los mexico-norteamericanos. No estoy hablando ahorita del voto, sino de cier-
tas cosas que hay que tener presentes en la retaguardia del asunto. Porque todo político que
quiere ser electo o reelecto necesita, en estados importantes como Texas, California e
Illinois, tener el voto de los hispanos –como se dice ahora–que, en realidad, viene siendo el
de los mexico-norteamericanos, que han sido –a veces opositores– pero en realidad, casi
invariablemente, nuestros mejores aliados. Recuerden ustedes que La Hora Nacional, por
décadas, ha estado dedicada a los mexicanos que viven fuera de nuestras fronteras. A tal
grado tienen las mismas raíces nuestras, que, por ejemplo, en Cristal City, la Capital
Mundial de la Espinaca, la primera vez que fui a la Plaza frente al Ayuntamiento, cuando
yo era embajador, había una estatua de Popeye, la siguiente ya estaba la de Benito Juárez.
Esta afirmación de los mexico–norteamericanos es formulable y hay que tener en cuenta el
problema que para los católicos significan, cuando se preocupan por el Vaticano por la
afirmación de los mexicanos que tenemos aquí, nuestras largas luchas contra la Iglesia y
todo eso. Siempre ha habido ese problema, quizá no va a ser fácil corregirlo.

Considero que en México, a diferencia de otros países como Estados Unidos, donde una
vez que se da el hecho se hace la ley para regularlo, generalmente hacemos la ley y luego
vamos acomodando el hecho.

Creo que en este caso, ésta va a ser una oportunidad que vamos a tener de ver cómo
servir mejor el interés nacional. De otra manera, no vamos a llegar a los destinos que creo
estamos destinados a ocupar.

Consejero Emilio Zebadúa

Quisiera centrar su atención sobre una muy curiosa paradoja de este debate sobre el voto
de los mexicanos. Y es que en un sentido se comparte aparentemente un consenso
unánime, generalizado, a favor del voto en sí. Y al mismo tiempo, dentro de ese consenso,
quienes no están dispuestos a llevarlo a la práctica con todas sus consecuencias, sin opo-
nerse directa o frontalmente con el derecho que tienen los mexicanos según la
Constitución, de alguna manera apuntan o subrayan lo que consideran son las deficiencias



o incluso las aparentes contradicciones de la ley o de la propia Constitución sobre esta
materia.

Ha habido, y éste es el dato duro, un avance a través de las reformas constitucionales y
legales, a favor del voto de los mexicanos en el extranjero. Eso no se puede negar. Está ahí,
independientemente de que, como señalaba el senador Andrade, en realidad nunca fue un
tema tan importante de la Agenda y fue impulsado por uno de los partidos políticos y no
todos los que lo votaron en la reforma constitucional o lo incorporaron en el COFIPE.

O está ahí, como señala el doctor Valadés, porque pasó inadvertida la aparente
contradicción entre las reformas del 32 y del 36, que otorgaron la doble nacionalidad y el
voto de los mexicanos en el extranjero.

Pero la realidad es que ese marco jurídico, constitucional y legal existe hoy por la
voluntad, consciente o inconsciente, negociada o no negociada, del Poder Legislativo, de
todos los partidos políticos y quienes han señalado, de una u otra manera, que creen en el
voto de los mexicanos en el extranjero.

Quisiera hacer notar que lo que algunos, como el senador Andrade y el doctor Valadés,
señalan como deficiencias o contradicciones en esta legislación no lo son , y que lo que
falta por determinar en realidad es si los partidos, los intelectuales y la sociedad mexicana
han venido trabajando con sinceridad para hacer posible el voto de los mexicanos en el
extranjero o todo ha sido simplemente un juego de apariencias, en el que ha llegado el
momento final de decidir –que es hoy, cuando el Congreso de la Unión tiene esta posibili-
dad real fundada, tanto en la ley como en elementos técnicos inobjetables– si se quiere o no
hacer esto realidad en México.

El senador Andrade señala que el artículo 8° transitorio es el que detona los trabajos del
Instituto Federal Electoral, pero en realidad acota o limita la posibilidad de que este
derecho se traduzca en la práctica, porque –y cito el primer párrafo– se vincula este
proceso con la existencia previa de un Registro Nacional de Población y una Cédula de
Identidad Ciudadana. Dice el artículo 8° transitorio del COFIPE, en su primer párrafo:
"Durante el primer semestre de 1997 la Secretaría de Gobernación publicará el Acuerdo
mediante el cual dará a conocer el Programa para el Establecimiento del Registro Nacional
de Ciudadanos y la expedición de la correspondiente Cédula de Identidad Ciudadana, con
vistas a su utilización en el proceso electoral federal del año 2000, realizándose en su
oportunidad las modificaciones legales necesarios para regular las adecuaciones pertinentes
al actual Registro Federal de Electores."

Si estamos de acuerdo en que la existencia previa de un Registro Nacional de Población y
una Cédula de Identidad Ciudadana son requisitos para que se pueda votar en el extranjero,
también tendríamos que decir que lo son para que se pueda votar dentro del territorio
nacional en el 2000. Punto.

Estoy seguro que el senador Andrade no piensa que porque la Secretaría de Gobernación
ya expresó formalmente que no habrá Registro Nacional de Población para el 2000, que no
habrá Cédula de Identidad Ciudadana, no habrá elecciones en el año 2000. Evidentemente
se tendrá que hacer lo que el propio artículo 8° transitorio dice: adecuaciones legales.

Este argumento que presenta el senador Andrade se reduce nuevamente a una cuestión de
voluntad política. Más aún, cuando se constituyó la Comisión de Especialistas, con un
costo de 2.5 millones de pesos para sus trabajos por parte del Instituto Federal Electoral, ya
se sabía en ese momento que no iba a haber Registro Nacional de Población ni Cédula de
Identidad Ciudadana. Y a pesar de eso, todos los partidos políticos –incluyendo el
PRI–aprobaron la creación de la Comisión de Especialistas y se sumaron a la Comisión de



Apoyo de esos trabajos, entendiendo, desde mi perspectiva, que habría que hacer adecua-
ciones legales para suplir la inexistencia del Registro Nacional de Población y de la Cédula
de Identidad Ciudadana que la Secretaría de Gobernación ya había expresado sería incapaz
de generar, a pesar de que era un mandato legal para la Secretaría de Gobernación.

La ruta técnica-legal que hay que recorrer para que el voto de los mexicanos, que es un
derecho constitucional, pueda llevarse a la práctica en el año 2000, en efecto, no concluye
con el Informe de los especialistas. El Informe de los especialistas no podía, de entrada,
resolver en detalle todas y cada una de las circunstancias que se necesitan resolver para
organizar un proceso electoral en el extranjero. Máxime que se está presentando un menú
de opciones. Quien sí puede resolver esos detalles adicionales que el senador Andrade dice
que faltan, es precisamente el Congreso de la Unión. Si éste tiene la voluntad de dar el si-
guiente paso, que inevitablemente está en sus manos realizar, puede, con base en el
Informe de los especialistas, llegar a un proceso, a una modalidad particular que goce del
consenso, de la confianza, de la credibilidad, de la transparencia y de las seguridades que el
proceso electoral en México goza hoy en día.

Finalmente los actores más interesados en que así sea son los propios partidos políticos y
estoy seguro podrán negociar —ya lo han hecho en otras ocasiones— los términos exactos
que no podían negociar los especialistas para definir un proceso electoral adecuado al
marco constitucional y a las condiciones sociodemográficas y políticas de México para el
año 2000.

¿Por qué el ano 2000 y no el 2006? Nuevamente, porque es factible para el año 2000,
¿por qué no hacerlo, si ya es un derecho constitucional? ¿Por qué diferirlo hasta otro
momento, cuando los partidos políticos, formalmente hablando, han expresado su voluntad
de hacerlo, de extender ese derecho?

El derecho no fue puesto en la Constitución, ni en las disposiciones en el COFIPE,
simplemente para que se realizara un ejercicio intelectual o académico, muy costoso, ade-
más, si no se tenía la intención de hacerlo en la primera oportunidad que se pudiera, que es
el año 2000.

El doctor Valadés menciona esta aparente contradicción entre los artículos 32 y 36, entre
la doble nacionalidad y el derecho al voto de los mexicanos en el extranjero. Ya no voy a
ahondar en algunos de los argumentos que muy bien presentó el senador Aguilar Zinser.
Pero yo sí señalaría que, en principio, habría que aceptar que dos normas constitucionales
tienen, por definición, igual jerarquía. Y, en ese sentido, estamos obligados a reconocer el
nivel y alcance de ambas. No es un argumento jurídicamente adecuado señalar que por esa
contradicción aparente no debe cumplirse a cabalidad con ese marco constitucional.

Donde la ley no distingue, nosotros ni ninguna autoridad lo podemos hacer. Los
ciudadanos mexicanos en el extranjero, aunque tengan una doble nacionalidad, son
ciudadanos mexicanos. No hay leyes, en efecto, en Estados Unidos que eviten que un
ciudadano mexicano, por poseer una segunda o tercera nacionalidad, no pueda votar en
más de una elección. Y si esto significa doble lealtad, no es un fenómeno que surgiera a
partir de este derecho político.

La doble lealtad existe como un hecho sociológico, cultural, político real; el
conocimiento de la comunidad mexicana en Estados Unidos nos muestra que
evidentemente tienen una lealtad con su comunidad, con su Estado, con la sociedad que los
rodea en Estados Unidos, no puede ser de otra manera. Pero también es cierto que tienen
una lealtad , y la han preservado, a pesar del trato que les ha dado el Gobierno mexicano,
con México. Siguen enviando más de 5 mil millones de dólares al año a este país,



facilitando los ajustes presupuestales que tenemos que hacer. Pero además, manteniendo el
desarrollo de muchas comunidades de este país, en muchas entidades de la República y un
balance en las cuentas públicas del gobierno.

Finalmente, ya lo mencionaba también el senador Aguilar Zinser: el número de doble
nacionales, comparado con el universo potencial de ciudadanos que podrían votar en el año
2000, es pequeño. Y yo diría: mucho más pequeño incluso que el cálculo que hacen los
especialistas en este Informe, por la sencilla razón de que no todos los que potencialmente
pueden adquirir o recuperar la nacionalidad mexicana, de tal manera que tengan una doble
nacionalidad para el año 2000, lo harán en este plazo.

En realidad, los registros de la Secretaría de Relaciones Exteriores nos muestran que el
flujo de potenciales ciudadanos mexicanos que han hecho los trámites en estos meses,
desde que a principios de este año entró en vigor este derecho de recuperar la nacionalidad
mexicana, no llega ni a los 10 mil.

Entonces aunque asumiéramos que hay riesgos sobre la posible actuación de
"extranjeros" entre comillas en la soberanía nacional, la realidad es que el número es
marginal e insignificante, comparado con los varios millones de ciudadanos mexicanos que
sólo poseen la nacionalidad mexicana y que, debido a la Constitución, tienen el derecho a
votar.

Senador Eduardo Andrade Sánchez

Primero quiero hacer algunas puntualizaciones respecto a lo que señala el consejero
Zebadúa. A mí no me parece que sea útil en este debate forzar los argumentos, de manera
que sacados de su contexto puedan parecer muy efectistas para la finalidad que se quiere.

En el caso del Registro Nacional de Ciudadanos, es una precondición legal para el
establecimiento del voto de los mexicanos residentes en el extranjero, no para el voto de
los mexicanos residentes en México. Eso está previsto por todo el resto del COFIPE. En el
caso del argumento del dinero, es algo que respeto y creo que es importantísimo el ingreso
que recibe México de los mexicanos residentes en los Estados Unidos. Y es que eso
muestra un alto nivel de vinculación con su país, con su familia, de preocupación con
México, no pongo en duda eso.

Pero si quisiera forzar el argumento, también diría: bueno, con el mismo argumento de
que entra el dinero a México, vamos a darle el voto a los inversionistas extranjeros.
Entonces, forzar argumentos de ese modo, no se vale. Qué bueno que el senador toca eso.
Reconoce, y claro que es cierto, que hay presiones de intereses norteamericanos sobre el
gobierno mexicano, y por supuesto, las ha habido siempre. Hay que consultar la historia de
México. Entonces, no está de más preocuparse por la posible influencia que puedan tener
esos intereses al facilitarles su vinculación inmediata con los votantes que puedan decidir
la Presidencia de México.

Por supuesto que no quiero hablar por Diego Valadés, sé que él tendrá muchísimos
argumentos, pero a mí me saltaron algunos al escuchar su intervención porque es una
demostración de que efectivamente hay que tener ese cuidado.

No podemos creer, por supuesto, que los mexicanos en el extranjero, en Estados Unidos,
sean manipulables, susceptibles, sujetos a cualquier tipo de injerencia que los vaya a
voltear en contra de México, por supuesto que no. Y creo que hay muchísimos aspectos
positivos de mis experiencias en Estados Unidos con las comunidades que piden el voto.
Es evidente que pertenecen, en algunos aspectos, a México quizá con mayor profundidad y



sentimiento, pues están lejos, que muchas de nuestras propias comunidades.
Y de pasada, antes de que se me olvide, comento lo de los caciques, que tampoco es un

buen argumento. Por su
Probablemente mi primo esté muy preocupado por los asuntos mexicanos, pero el caso es

que estoy seguro que para sus vínculos —está casado allá— y todo lo que para él será
seguramente importante en su vida cotidiana, está relacionado con Estados Unidos. Y no
dudo que quiera mucho a México, no dudo que haya mandado dinero a mi abuelita y a mis
tías.

Pero hay otro argumento importante que señala Carpizo y lo digo sin querer ofender a
quienes viven allá, porque no es esa la finalidad sino tratar de comprender las dos visiones
del problema. Porque los que viven allá también padecen al Gobierno norteamericano, no
nada más se goza. He visto las quejas enormes, a veces dolientes, de nuestros compatriotas
allá respecto a su enfrentamiento con las autoridades norteamericanas y al trato que
reciben. No se fueron de un infierno a un paraíso, pero ese es otro tema. El caso es que
ellos, de cualquier modo, tienen, por supuesto, un interés en el gobierno de allá, el que los
gobierna y dice Jorge Carpizo: ¿por qué han de participar en la elección del gobierno que
no los gobierna? Y hasta hace una propuesta muy sugerente Carpizo cuando dice: ¿y por
qué no el voto activo y el pasivo?, ¿y por qué no, en vez de que influyan en el gobierno
nacional que no los va a gobernar a ellos, por qué no eligen diputados que los representen
en el Congreso mexicano? Eso podría ser incluso algo mucho más avanzado, mucho más
inteligente y mucho más útil. Ese es un tema en el que seguramente más adelante
tendremos que entrarle también.

Pero regreso: ¿por qué desdeñaron el tiempo de vinculación con México? Era
seguramente importante que razonaran, en todo caso, sobre por qué no establecer ese
tiempo de vinculación. ¿Por qué sí conceder el derecho a personas que tienen 40 o 50 años
fuera del país?

Si hay un sí, entonces habría que razonarlo también y la Comisión no lo hizo. Y
precisamente porque es un tema central la vinculación con el país, es importantísimo el
Registro Nacional de Ciudadanos. El ejemplo alemán es muy ilustrativo: los alemanes, por
las discusiones derivadas de la reunificación, tuvieron que extender de diez años de
separación del territorio nacional, hasta 25 el otorgamiento del derecho de voto. Es decir:
un alemán puede tener hasta 25 años fuera de Alemania y seguir votando. ¡Ah!, pero tiene
que haber residido —por lo menos tres veces, alguna vez—en el territorio que fue de la
República Federal Alemana de 1949 a la fecha, porque tiene que haber, por lo menos, un
enlace, una liga mínima con el país. Y ésta sólo se puede probar, desde su origen, con el
Registro Nacional de Ciudadanos. Entonces me parece que decir que eso tiene que ver con
toda la elección, no es razonable. Lo que efectivamente tiene que ver, para estos efectos, es
con el voto de los mexicanos residentes en el extranjero.

¿Por qué los partidos políticos, concretamente el PRI, se sumaron a la creación y al
seguimiento de la Comisión?

Porque el acuerdo del Consejo nunca dijo: Comisión de Expertos para estudiar el voto de
los mexicanos en el extranjero en el año 2000. Dijo: "Comisión para estudiar las
modalidades del voto en el extranjero". Punto.

Yo tenía mis reservas, se lo dije a Emilio Zebadúa y a José Woldenberg en varias
ocasiones. En una de las lecturaspodría entenderse que la Comisión sólo debería existir
hasta después del Registro Nacional de Ciudadanos para-hacer las propuestas de las
modalidades. ¿Pero cuál fue el argumento del IFE?: que no porque el IFE está para



defender el derecho da voto sustancial de los ciudadanos y por eso es mejor adelantar...
Está bien, aceptamos, adelantemos. ¿Por qué hemos de perder tiempo si podemos trabajar
de una vez sobre las modalidades que puedan ser aplicables en el 2000 o en el 2006. No
creo tampoco que debamos pensar más allá del 2006 porque lo razonable para un proceso
de registro de ciudadanos, de la manera como está técnicamente planteado, no debería
llevarnos más arriba del año 2003 ó 2004. Esa es la razón por la que estuvimos.

Ahora, el 'menú de opciones. Pues si eso es lo malo del Informe de la Comisión: que sólo
da un menú de opciones, no un menú de soluciones, no un menú de propuestas, que fue lo
que se le encargó. Entonces, nos dicen que somos los miembros del Congreso los
responsables y yo digo: si el trabajo que tenía que hacer la Comisión era poner a nuestra
disposición justamente un conjunto de propuestas viables para poder elegir con mayor
facilidad aun en un escenario que no me parece derivado de la propia lectura del Informe
de la Comisión, pues cuando uno lee todo lo complejo del problema, llega a la conclusión
de que sería verdaderamente imposible resolverlo en el año y fracción que queda.

¿Qué hizo la Comisión? La Comisión dice: "una modalidad, con tarjeta que se emita en
el extranjero, que tendría por cierto muchas menores características de certidumbre y de
seguridad que la credencial de elector". Bueno, supongamos que ya no me parece correcto
que los de aquí tengamos que votar con credencial con fotografía, listado con fotografía,
huella, etcétera y los de allá saquen una tarjetita con más o menos seguridad y puedan
votar.

Supongamos que ese escenario fuera viable. Lo que tendría que habernos dicho la
Comisión para poder generar , ahí sí, opciones de solución al Congreso es decir: "La
opción a) de iniciarse en tal fecha, requiere tales tiempos y movimientos y estaría lista un
mes antes de la fecha electoral del año 2000 y su costo sería tal... La opción b) lo mismo y
la c) etcétera. Y además, con el conjunto de reformas propuestas —que fue lo que se les
pidió— entonces, el Congreso sí podría decir: es mejor la opción b) aunque sea más cara es
más segura, o es mejor la opción a) porque necesitamos que sea más barata, aunque vamos
a tener un riesgo mayor.

Pero tendríamos, ahí sí, elementos para decidir y no una serie de opciones que si uno lee
en la cuartilla y media que se refiere a las propuestas jurídicas cualquiera de sus miembros,
sin ser abogado, hubiera podido escribir esa cuartilla y media la tarde misma que les dimos
el encargo; no habría habido necesidad de más tiempo porque era evidente que esos son los
problemas a resolver. Y nos dieron un listado de problemas, no un listado de soluciones.

Licenciado Diego Valadés

Realmente me encuentro, para utilizar una palabra del senador Aguilar Zinser, en capitis
diminusio porque frente a la elocuencia y la experiencia de un senador de la República,
además muy avezado en lides polémicas, estoy perdido y de antemano me declaro muerto.
Creo tener buenas razones. Lo malo es que esas buenas razones no tienen buen abogado,
pero en fin. Haré lo posible para salir de este atolladero en el que muy inteligentemente ya
se me puso a la defensiva.

Había puesto a debate cosas como, por ejemplo, el problema real que representa la
soberanía, porque parece que ese es un tema que ha entrado en un cierto proceso de
caduquez y yo sí soy un partidario de la soberanía a ultranza, pero creo que voy quedándo-
me progresivamente en minoría. Hablemos de dignidad.

Plantee el tema que representa el hecho de que para que un candidato Eduardo Andrade y



Adolfo Aguilar Zinser
nuestro vaya a hacer campaña en Estados Unidos, le tenga que pedir permiso al

Consulado norteamericano y a ver si se lo da o a ver si no se lo da.
Ahí ya creo que, por de pronto, ese señor también está en capitis diminusio, como yo.

Después plantee un problema que es el juramento que tiene que rendir un ciudadano nor-
teamericano. Yo no llamé -y aquí sí que me perdone el senador Aguilar Zinser- desleal ni
manipulables a los mexicanos. A lo mejor es que leemos en diccionarios distintos, no quise
decir eso, nunca lo escribí. Simplemente dije que había conflicto de lealtades, pero eso no
es decirle desleal a nadie. Pero si un señor mexicano rinde un juramento, como el que les
leí literalmente a ustedes y abjura de cualquier otra adhesión y lealtad, bueno pues no le
llamemos desleal. Yo no le llamé desleal, yo dije que estaba en conflicto de lealtades. No
sé si en eso sí estemos de acuerdo, a lo mejor sí hay perfecta coincidencia de lealtades en
que alguien diga: primero Estados Unidos y después México y ese orden de prelación no
afecte las relaciones de lealtad que se deban tener con un país. Si es así, lo acepto.

Pero voy al tema estrictamente constitucional, porque lo demás no sería sino entonar una
especie de palinodia. No he tenido el privilegio de que ninguna publicación norteamericana
haga lo que hizo Este País, que es invitarme a expresar mis argumentos en contra de lo que
allá es muy popular. Pero seguramente allá nadie tiene interés en escuchar argumentos que
no les gustan y por lo menos, ni a mi ni a nadie que sustente argumentos semejantes a los
míos, que yo sepa, los han invitado a escribir. A quienes apuntan los argumentos que sí les
favorecen, sí los han invitado. Pero repito, a lo mejor es que allí yo no he tenido acceso a
los medios y aquí, por fortuna, sí.

Pero voy al problema que también planteaba el consejero Zebadúa, porque ciertamente
no entiendo ni creo que haya contradicción entre los artículos 32 y 36. Lo que hay es una
nueva realidad que surge de la aplicación de ambos. Esto no quiere decir que deba
prevalecer uno u otro, jamás lo he sustentado y si así lo dije, por favor discúlpenme, porque
forma parte de no haber traído un papel por escrito y de haberme confiado a la posibilidad
de expresar esto de viva voz. Y ciertamente ocurre que el artículo 82 ya establece otra
capitis diminusio y a lo mejor un día también se levanta. Este artículo establecía que sólo
podrían ser presidentes de México los hijos de padre y madre también mexicanos por
nacimiento. La reforma para superar esa capitis diminusio entrará en vigor el 1 ° de
diciembre de 1999. Pues aquí se establece ahora otra capitis diminusio para ser elegido
presidente y a lo mejor también un día se levanta y podemos tener un presidente gringo
porque hay una capitis diminusio para los ciudadanos norteamericanos en México. Dice el
32: "El ejercicio de los cargos y funciones para los cuales, por disposición de la presente
Constitución, se requiera ser mexicano por nacimiento -eso sí, todavía lo dice el artículo 82
y es aplicable al caso de senadores, diputados y gobernadores, por decir algunos- se reserva
a quienes tengan esa calidad y no adquieran otra nacionalidad." Y luego agrega: "Esta
reserva -o sea: la de poder diferenciar a quienes tengan la doble nacionalidad, por lo que
hace a los derechos pasivo y activo de votar- también se hará aplicable a los casos que así
lo señalen otras leyes del Congreso de la Unión."

¿Qué quiere decir esto? Que por lo pronto, quienes tengan doble nacionalidad, ya se
amolaron. No pueden ser presidentes. Pero desde luego -igual que el 82- esto un día podrá
ser modificado y entonces sí podrán ser presidentes de nacionalidad norteamericana, igual
que mexicana, un ciudadano mexicano y norteamericano podrá ser presidente de México.

Por otra parte, ocurre que, en cuanto a la ciudadanía, la Constitución mexicana sí
distingue lo que es ciudadanía y nacionalidad. No planteo sinceramente y he argumentado



contra la doble ciudadanía, que resulta de la doble nacionalidad, porque el artículo 37 de
nuestra Constitución permite que se conserve la nacionalidad, pero que se pierda la
ciudadanía en ciertos casos y la Constitución alude expresamente a cuáles son estos casos.
Son cinco los expresamente señalados por la Constitución y admite un sexto, el que
determinen las leyes. Luego, no es un problema insoluble. No creo que sea una cuestión en
la que tengamos que aceptar todo o nada. No es cuestión que tengamos que decir "no, los
artículos son contradictorios y tenemos que aplicar uno u otro". No. Los podemos aplicar
los dos.

También creí ser enfático pero no lo fui tanto pues la cuestión no es abogar en contra de
la doble nacionalidad, todos estamos a favor de ella. No tengo ninguna reserva. Mi reserva,
muy clara, enfática y precisa, con fundamento en otros argumentos de naturaleza
constitucional que no invocaré en este momento, es con relación a la doble ciudadanía.
Creo que el hecho de que un ciudadano sea susceptible de manipulación en México, no
valida que también lo sea en Estados Unidos. Lo ideal sería que no lo fuera en ninguno de
los dos lados. No creo que la idea de que porque lo es aquí, no importa que también lo sea
allá nos dé alguna tranquilidad. Creo que debemos luchar para evitar lo que está a nuestro
alcance: que lo sea aquí y, por ende, suprimir los elementos que en este momento lo
exponen a serlo también allá.

Muchos no lo van a ser, desde luego, pero la manipulación del individuo está más allá de
un acto de voluntarismo. Esto lo han estudiado ampliamente sociólogos, politólogos y
sicólogos. Los presentes aquí lo saben perfectamente. Las posibilidades de la manipulación
van mucho más allá de lo que uno mismo querría para sí propio. Entonces creo que eneste
punto, en el de poder o no ser manipulados, el problema fundamental está en que si lo son
para bien de México o para mal de México, para mí eso es irrelevante.

Si la manipulación es positiva, si quienes influyen en el ánimo de los norteamericanos
–los partidos políticos, los medios de comunicación, los académicos, los líderes naturales
de opinión, los líderes religiosos norteamericanos– y para lo que influyen, con relación a
nuestros ciudadanos, es para bien de México, la verdad, señores, no me importa porque
tampoco me importaba que mucha gente en el siglo xIx pensara que estaba actuando para
bien de México, cuando consideraba que era necesario mandamos a un príncipe de
Habsburgo para que nos salvara. Seguramente muchos lo hicieron por bien, otros para
quedarse con nuestros recursos pero a lo mejor había gente de buena fe también.

A mí no me interesa la buena fe de los extranjeros con relación a nuestros problemas y a
nuestro destino. Me interesa que esto se haga con absoluta libertad, con absoluta autonomía
y con lo que nos resta de soberanía. El problema, pues, es constitucional, tiene salidas. La
Constitución nos dice que hay disposiciones que pueden ser establecidas y moduladas por
la propia ley y no veo por qué los legisladores no hayan de cumplir con ese cometido.

Pero si los legisladores mexicanos entienden mayoritariamente que los ciudadanos que
tienen también ciudadanía norteamericana deben intervenir en los asuntos de México, es
una responsabilidad que ellos tendrán. La mía, por lo menos, pese a la dificultad que tengo
de expresarla, la quiero dejar muy claramente establecida.


